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Resumen

Los derrames recientes de hidrocarburos en plataformas petroleras mar adentro 
han puesto de relieve la necesidad de desarrollar regímenes de responsabilidad e 
indemnización por daños ocasionados por actividades de exploración y explota-
ción en los fondos marinos sujetos a la jurisdicción nacional. En la actualidad 
no existe ningún convenio internacional que aborde el tema, y la comunidad 
internacional se ha inclinado a favor del desarrollo de instrumentos regionales 
o bilaterales.
La región del Gran Caribe se caracteriza por poseer un frágil ecosistema ma-
rino, que se encuentra amenazado por el riesgo de contaminación de petróleo 
producto de actividades de extracción en el lecho marino. Pese a ello, el único 
convenio regional para la protección y preservación del mar Caribe, conocido 
como Convenio de Cartagena, solo incluye principios generales sobre respon-
sabilidad por actividades en los fondos marinos, sin desarrollar hasta la fecha 
los protocolos o acuerdos que garanticen su aplicación. Este estudio realiza una 
descripción y comparación de los esfuerzos llevados a cabo en el plano interna-
cional y regional para desarrollar estas reglas y sugiere tres opciones para al-
canzar un marco legal eficiente, exhaustivo y uniforme que garantice la pronta 
y adecuada indemnización de las víctimas y la reparación de todos los daños.
Palabras clave: exploración y explotación de hidrocarburos en los fon-
dos marinos sujetos a la jurisdicción nacional, región del Gran Caribe, 
regímenes de responsabilidad e indemnización.

Abstract 

The recent oil spill incidents arising from activities in offshore platforms have 
highlighted the need to develop liability and compensation regimes for all da-
mages caused by the exploration and exploitation of the seabed under national 
jurisdiction. At the present time there are not any international conventions 
that address this issue, and the international community has opted in favoured 
of the development of regional or bilateral instruments.
The Wider Caribbean region has a fragile marine ecosystem, which is threate-
ned by the high risk of oil pollution posed by mining activities. Despite this, the 
only regional convention for the preservation and protection of the Caribbean 
Sea, known as the Cartagena Convention, includes general principles of liabi-
lity for activities on the seabed that need to be further developed in protocols 
or agreements in order to ensure their application. This study provides a des-
cription and a comparison of the efforts made at the international and regional 
levels to develop these rules and suggests three options to achieve an efficient, 
comprehensive and consistent legal framework to ensure prompt and adequate 
compensation to victims and to repair all damages.
Keywords: exploration and exploitation of hydrocarbons in the seabed 
under national jurisdiction, Wider Caribbean region, liability and com-
pensation regimes.
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I. INTRODUCCIÓN

La explosión y hundimiento de la plataforma Deepwater Horizon en el 
golfo de México, Estados Unidos de América o el accidente de la plata-
forma Montara en Australia son algunos de los sucesos contaminantes de 
la industria petrolera mar adentro que dieron visibilidad internacional 
a un serio problema1: las dificultades a las que se enfrenta la industria a 
la hora de detener derrames en las profundidades del mar y, por ende, 
la necesidad de desarrollar regímenes de responsabilidad e indemniza-
ción que garanticen una justa y pronta compensación de las víctimas, 
así como la reparación de todos los daños causados, inclusive los daños 
transfronterizos. (Rochette, Wemaëre, Chabason y Callet, 2014, p. 8).

En la actualidad no existe ningún convenio internacional para abor-
dar el tema de la responsabilidad civil por daños como consecuencia 
de actividades de exploración y explotación de hidrocarburos de los 
fondos marinos sujetos a la jurisdicción nacional. (Shaw, 2011-2012, p.  
305). La propuesta realizada en 2010 ante la Organización Marítima 
Internacional (OMI) para su desarrollo no fue bien recibida por los Es-
tados Miembros, que en su mayoría se inclinaron por la elaboración de 
orientaciones para ayudar a los Estados a suscribir acuerdos bilaterales 
o regionales en la materia. (OMI, 2012, p. 26).

Desde el punto de vista jurisdiccional, en la región del Caribe existen, 
además de naciones independientes, pequeños Estados insulares en 
desarrollo o dependencias de ultramar de algunos Estados europeos. 
El frágil y extenso ecosistema marino, caracterizado por una singu-
lar diversidad biológica, tiene en los yacimientos de hidrocarburos su 
mayor amenaza debido al elevado riesgo de contaminación por las ac-

1 Durante la perforación de un nuevo pozo se produjo una explosión el 21 de agosto de 2009 
en la plataforma Montara, propiedad de la empresa tailandesa PTTEP Australasia, situada en la 
zona económica exclusiva de Australia. El incidente provocó un escape descontrolado de hidro-
carburos gaseosos y petróleo al aire y al mar por un lapso de 74 días continuos que produjo man-
chas de petróleo que se extendieron por 1750 millas cuadradas de océanos, que afectó también las 
costas del vecino país Indonesia. (OMI, 2010, p. 2). Ocho meses después se produjo un accidente 
similar: la explosión y posterior hundimiento de la plataforma Deepwater Horizon en el golfo de 
México, Estados Unidos de América, propiedad de la empresa BP, que ocasionó un derrame de 
petróleo que duró casi tres meses, además de la muerte de 11 personas. (Rochette, 2012, p. 6).
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tividades de extracción en el lecho marino. Independientemente de la 
biología, la geopolítica y de las estructuras de gobierno, la característi-
ca común de todos estos países es que dependen de las zonas costeras 
y marítimas para su sustento. (UN, 2010, p. 4).

Pese a lo anterior, el único convenio regional para la protección y pre-
servación del medio marino en la región del Gran Caribe, entendién-
dose por ella el golfo de México, el mar Caribe y las zonas adyacentes 
del océano Atlántico, se limita a incluir principios generales de respon-
sabilidad por daños resultantes de actividades en los fondos marinos, 
sin desarrollar los protocolos o acuerdos que garanticen su aplicación. 

Este estudio pretende realizar una descripción de los esfuerzos llevados 
a cabo en el plano internacional y comparar algunos convenios regiona-
les que contengan reglas sobre la responsabilidad civil e indemnización 
por daños ocasionados por actividades de exploración y explotación de 
los fondos marinos sujetos a la jurisdicción nacional, a fin de sugerir 
medidas para alcanzar un marco legal eficiente, exhaustivo y uniforme 
que garantice la pronta y adecuada indemnización de las víctimas y la 
reparación de todos los daños causados, incluyendo los transfronteri-
zos, en la región del Gran Caribe. Es necesario acotar que aun cuando 
en el desarrollo de este estudio se hace mención a algunas reglas sobre 
la seguridad y la prevención aplicables a las plataformas o instalaciones 
petroleras, estas no constituyen el objeto de estudio de esta investiga-
ción, la cual se centra en las reglas de responsabilidad e indemnización.

II. REGULACIÓN DE LAS ACTIVIDADES CONTAMINANTES 
PROVENIENTES DE LOS FONDOS MARINOS SUJETOS A 
LA JURISDICCIÓN NACIONAL EN EL DERECHO DEL MAR

A continuación describiremos el marco jurídico actual aplicable a las 
actividades contaminantes provenientes de la exploración y explota-
ción de los fondos marinos sujetos a la jurisdicción nacional.

Al respecto debemos decir que las conferencias de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar de 1958 y 1960 prestaron poca atención a la ne-
cesidad de regular estas actividades. Sin embargo, esta situación cambió 
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radicalmente en la tercera conferencia, en la que uno de los comités es-
tuvo a cargo de desarrollar la Parte XII de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, dedicada exclusivamente a las reglas 
sobre la protección y preservación del medio marino. (Tanaka, 2012, p. 
26).

a. Las Convenciones de Ginebra sobre el Derecho del Mar de 1958

Aunque las Convenciones de Ginebra de 1958 prestaron poca impor-
tancia a la regulación de estas actividades, no dejaron de incluir algu-
nas disposiciones en la materia. Tal es el caso del Convenio sobre la 
Alta Mar, que establece la obligación de los Estados de “dictar dispo-
siciones para evitar la contaminación de las aguas por vertidos de los 
buques, desprendidos de las tuberías submarinas o producidos por la 
explotación y exploración del suelo y del subsuelo marino, teniendo 
en cuenta las disposiciones de los convenios existentes en la materia” 
(art. 24) o la obligación del Estado ribereño, contemplada en la Con-
vención sobre la Plataforma Continental, de “adoptar, en las zonas de 
seguridad establecidas alrededor de instalaciones y dispositivos para 
explotar los recursos naturales de la plataforma continental, todas las 
medidas adecuadas para proteger los recursos vivos del mar contra 
agentes nocivos” (art. 5). (Tanaka, 2012, p. 302).

b. La CONVEMAR

Las regulaciones en materia de prevención y protección del medio mari-
no fueron ampliamente desarrolladas en la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, conocida como CONVEMAR, y consi-
derada como la “constitución de los océanos”. La CONVEMAR recoge en 
su Parte XII la obligación de los Estados de proteger el ambiente marino, 
entendiendo por este no solo las zonas dentro de la jurisdicción nacional 
de los Estados, sino también mares y océanos (art. 192). 

Según la mencionada Convención los Estados tienen el derecho sobe-
rano a la explotación de los recursos naturales en las zonas marítimas 
sujetas a su jurisdicción, siempre y cuando estas actividades se hagan 
con arreglo a una política ambiental que proteja y preserve el medio 
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marino (art. 193) y que evite la contaminación transfronteriza (art. 195). 
La obligación de evitar la contaminación de mares y océanos incluye 
a todas sus fuentes, tales como: terrestres, producto de actividades en 
los fondos marinos sujetos a la jurisdicción nacional o más allá de la 
jurisdicción nacional en la denominada “Zona”, o la originada desde 
los buques a través del vertimiento o descargas, e inclusive a través de 
la atmósfera. 

Según la CONVEMAR, uno de los principios idóneos para proteger los 
mares y océanos es la cooperación internacional. En este sentido, los Es-
tados deberán cooperar en el plano mundial o regional, directamente o 
por conducto de las organizaciones internacionales competentes, para la 
formulación y elaboración de reglas y estándares, así como de prácticas 
y procedimientos recomendados para la protección del medio marino, 
teniendo en cuenta las características propias de cada región (art. 197).

Adicionalmente, los Estados deberán elaborar y promover planes co-
munes de emergencia para hacer frente a incidentes de contaminación, 
fomentar el intercambio de la información o desarrollar criterios cien-
tíficos para el establecimiento de estándares que ayuden a prevenir y 
luchar contra la contaminación (arts. 199, 200 y 201).

En el caso de las actividades de la industria mar adentro, el Estado ribe-
reño está en la obligación de dictar leyes y reglamentos para prevenir, 
reducir y controlar la contaminación resultante de las actividades rela-
tivas a los fondos marinos, los cuales no pueden ser menos eficaces que 
las reglas, estándares, prácticas y procedimientos recomendados de ca-
rácter internacional, atendiendo a las llamadas “normas de referencia” 
incluidas en la CONVEMAR, que buscan incrementar los estándares in-
ternacionales de protección del ambiente, amén de las obligaciones adi-
cionales para los Estados Partes contempladas en el Convenio de armo-
nizar sus políticas ambientales en el plano regional (art. 208). Asimismo, 
los Estados deben velar por la ejecución de estas leyes, dictando además 
todos los reglamentos y medidas necesarios para poner en práctica las 
reglas y estándares internacionales pertinentes (art. 214). 
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Adicionalmente, el Estado ribereño tiene el derecho exclusivo de cons-
truir, autorizar y reglamentar la construcción, operación y utilización 
de islas artificiales, así como de instalaciones y estructuras para reali-
zar actividades en el lecho y el subsuelo del mar (art. 56). Su construc-
ción deberá ser debidamente notificada y deberán mantenerse medios 
permanentes para advertir su presencia. Las instalaciones o estructuras 
abandonadas o en desuso deberán ser retiradas para garantizar la segu-
ridad de la navegación. Alrededor de ellas el Estado podrá establecer 
zonas de seguridad hasta a 500 metros de distancia de estas (art. 60). 
Adicionalmente, los Estados deberán adoptar medidas para la preven-
ción y contingencia de accidentes, para garantizar la seguridad de las 
operaciones en el mar, así como reglamentar el diseño, construcción, 
equipo, funcionamiento y dotación de tales instalaciones o dispositivos 
(art. 194, párr. 3, c).

La obligación de adoptar normas para proteger el medio ambiente ma-
rino no es opcional, ya que su inobservancia conlleva responsabilidad 
legal del Estado de conformidad con el derecho internacional. (Tanaka, 
2012, p. 291). Por tanto, los Estados tienen el deber de asegurar que sus 
sistemas jurídicos ofrezcan recursos que permitan la pronta y adecuada 
indemnización u otra reparación de los daños causados por la contami-
nación por personas naturales o jurídicas que se encuentren bajo su ju-
risdicción (art. 235). Esto se hará a través del cumplimiento del derecho 
internacional existente y mediante el desarrollo de normas relativas a las 
responsabilidades y obligaciones relacionadas con la evaluación de los 
daños y su reparación, la solución de controversias y la elaboración de 
criterios y procedimientos para el pago de una indemnización adecua-
da, tales como la obligación de mantener seguros obligatorios o fondos 
de indemnización para hacer frente a tales gastos (art. 235).

En la actualidad, las regulaciones pertinentes a las actividades de la in-
dustria mar adentro en el plano mundial y regional se han concentrado 
principalmente en la seguridad y prevención de los accidentes (Romero 
Lares, 2013, p. 4), atendiendo la idea de que el arma más eficaz contra la 
contaminación es la prevención. Pero si la prevención es indispensable, 
no es menos cierto que los accidentes se producen también por causas 
ajenas a toda prevención, de allí que sea menester desarrollar además 
los regímenes de responsabilidad e indemnización.
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III. ESFUERZOS DE LA COMUNIDAD INTERNACIONAL 
ORIENTADOS AL DESARROLLO DE UNA CONVENCIÓN 
INTERNACIONAL DE RESPONSABILIDAD 
CIVIL POR DAÑOS DE CONTAMINACIÓN 
POR ACTIVIDADES DE EXPLORACIÓN Y 
EXPLOTACIÓN DE LOS FONDOS MARINOS

A continuación describiremos los primeros intentos de la comunidad 
internacional orientados al desarrollo de una convención para regular 
las actividades relativas a los fondos marinos, abarcando el periodo 
desde los años sesenta hasta la actualidad.

a. La CLEE

La Convención sobre Responsabilidad Civil por Daños de Contami-
nación por Hidrocarburos resultantes de la Exploración y Explotación 
de los Recursos Minerales de los Fondos Marinos (CLEE) constituyó la 
primera iniciativa en la materia y tuvo lugar cuando el Reino Unido 
decidió convocar una Conferencia Diplomática en 19772.

La CLEE regulaba los daños debidos a la contaminación por hidrocar-
buros resultantes de derrames de sustancias procedentes de instalacio-
nes o plataformas, tanto fijas como móviles (art. 1). La responsabilidad 
era objetiva, es decir, independiente de la culpa, y recaía en el operador 
de la instalación ubicada bajo la jurisdicción de un Estado Contratante 
(art. 3). La responsabilidad era limitada, hasta por un monto máximo 
de 40 millones de Derechos Especiales de Giro (DEG) por suceso (art. 
6). 

A fin de cubrir su responsabilidad, el operador debía mantener un se-
guro y las reclamaciones de daños por contaminación podían intentar-
se directamente contra él o la persona que proporcionara la garantía 
financiera para cubrir la responsabilidad (art. 8, párr. 1). (De la Rue y 
Anderson, 2015, p. 252). La CLEE fue adoptada el 1° de mayo de 1977, 

2 A la cita acudieron representantes de los gobiernos de Bélgica, Dinamarca, Francia, la Repú-
blica Federal Alemania, Irlanda, los Países Bajos, Noruega, Suecia y el Reino Unido.
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pero jamás entró en vigor al no ser ratificada por ningún Estado. (CMI 
International Sub Committee on Offshore Mobile Craft and Structures, 1997, 
p. 171).

b. La propuesta de Indonesia

La propuesta de desarrollo de un convenio internacional que regula-
ra la responsabilidad e indemnización por los daños ocasionados por 
derrames de hidrocarburos proveniente de las actividades de explo-
ración y explotación mar adentro fue llevada a la atención de la OMI 
a raíz de los daños de contaminación transfronterizos ocasionados en 
dicho país por la explosión de la plataforma petrolífera Montara situa-
da en aguas australianas. (OMI, 2010, p. 31; Romero Lares, 2013, p. 6).

En las discusiones que siguieron, algunas delegaciones expresaron su 
desacuerdo al desarrollo de este convenio, exponiendo entre sus razo-
nes: el Convenio Constitutivo de la OMI limitaba a la Organización a las 
actividades de prevención de contaminación proveniente de los buques; 
la OMI no podía duplicar las reglas de responsabilidad aplicables a des-
cargas de hidrocarburos de los buques en lo que respecta al sector mar 
adentro, dado que estas actividades solamente en casos excepcionales 
tienen un impacto transfronterizo; la propuesta no aclaraba cuál sería 
la autoridad encargada de reglamentar y supervisar las actividades de 
exploración de hidrocarburos mar adentro; y por último, el asunto de 
contaminación transfronteriza sería mucho mejor atendido por tratados 
bilaterales o acuerdo regionales entre países. Por todo lo anterior, al final 
de las discusiones se acordó que no existía una imperiosa necesidad de 
desarrollar un convenio internacional, y se decidió adoptar un “enfoque 
de derecho indicativo” instruyendo al Comité que elaborara unas orien-
taciones que ayudasen a los Estados a suscribir acuerdos bilaterales o 
regionales en esta materia. (OMI, 2012, p. 26).

En 2014, la delegación de Indonesia junto a la de Dinamarca acordó co-
presidir un grupo consultivo interperíodos para elaborar dichas orien-
taciones. Por su parte, la Secretaria de la OMI ha solicitado a los Estados 
Miembros y a las delegaciones observadoras el envío de acuerdos bila-
terales y regionales vigentes, así como su apoyo y cooperación en brin-
dar sus conocimientos especializados en la materia. (OMI, 2014a, p. 17).
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Los acuerdos recibidos fueron acuerdos regionales o multilaterales que 
tratan solo algún aspecto de esta materia, y no se recibieron ejemplos 
de acuerdos bilaterales de parte de los Estados. (OMI, 2014b, p. 3). En 
abril de 2015 la delegación de Dinamarca informó al Comité Jurídico 
la intención de presentar en el período de sesiones de 2016 las orienta-
ciones. (OMI, 2015, p. 14).

IV. CONVENIOS REGIONALES SOBRE LA PROTECCIÓN 
Y PRESERVACIÓN DEL MEDIO MARINO QUE 
CONTIENEN DISPOSICIONES RELATIVAS A LAS 
ACTIVIDADES EN LOS FONDOS MARINOS 

Seguidamente haremos una descripción y comparación de algunos 
convenios regionales que contienen normas sobre la responsabilidad 
civil e indemnización por daños ocasionados por actividades de ex-
ploración y explotación de los fondos marinos sujetos a la jurisdicción 
nacional, incluyendo el convenio para la protección de la región del 
Gran Caribe, para poder después formular algunas sugerencias sobre 
medidas necesarias para la protección de esta zona.

Los primeros convenios regionales orientados a la protección del me-
dio marino de la contaminación surgieron a principios de los años 70 
como iniciativas de los países del norte de Europa en respuesta a la 
necesidad de proteger un área común contra el deterioro, como por 
ejemplo el mar Báltico. Otros convenios fueron desarrollados por el 
Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (conocido por 
sus siglas como PNUMA) en el marco del Programa de Mares Regiona-
les, cuyo mandato consiste en promover un enfoque regional para el 
control de la contaminación ambiental y el manejo sustentable de los 
recursos marinos y costeros a fin de detener la acelerada degradación 
de los mares del mundo y de las zonas costeras. (Dyke, 2013, p. 89).

Bajo esta modalidad, los Estados adoptan un convenio marco que ge-
neralmente incluye distintas formas de contaminación, tales como las 
procedentes de fuentes terrestres; por vertimiento desde buques e inci-
neración en el mar; causada por descargas desde buques; la atmosféri-
ca y la procedente de actividades relativas a los fondos marinos, entre 
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otras. Asimismo incluyen normas sobre el proceso de toma de decisio-
nes, un sistema de intercambio de información y un conjunto inicial de 
obligaciones sustantivas. Una vez adoptado el convenio, obligaciones 
más estrictas y detalladas pueden ser introducidas a través de proto-
colos o anexos. Como resultado, un conjunto de acuerdos crean un ré-
gimen de cooperación internacional para hacer frente a diversos tipos 
de contaminación marina de una manera más sistemática e integrada. 
(Chung, 2004-2005, p. 8).

Algunos autores señalan entre las ventajas de los convenios regionales 
el hecho de que pueden ser considerados más efectivos que los inter-
nacionales en atender la contaminación de un espacio determinado de 
aguas, dado que son desarrollados tomando en cuenta las característi-
cas propias de una región en particular. Sin embargo, severas críticas 
a la efectividad de estos convenios han sido señaladas por Rochette y 
Billé (2013) en lo que respecta a su deficiente implementación, ya sea 
“por falta de voluntad política, falta de financiamiento, inestabilidad 
política de algunos países, debilidad de sus instituciones o mecanis-
mos débiles para su cumplimiento” (p. 434)3.

Sin ánimo exhaustivo, cabe señalar algunos convenios regionales, que 
sin tener como objetivo principal la regulación exclusiva de la indus-
tria mar adentro, han desarrollado normas en la materia.

a. Convención OSPAR

La Convención para la Protección del Medio Marino en el Atlántico 
Nordeste (conocida como OSPAR) es el mecanismo a través del cual al-
gunos gobiernos europeos cooperan para proteger el medio ambiente 
marino de las costas occidentales y cuencas del Atlántico Nordeste. Las 
Partes Contratantes son: los países de la Unión Europea (Austria, Bél-
gica, Bulgaria, Croacia, Chipre, República Checa, Dinamarca, Estonia, 
Finlandia, Francia, Alemania, Grecia, Hungría, Irlanda, Italia, Letonia, 
Lituania, Luxemburgo, Malta, Países Bajos, Polonia, Portugal, Ruma-

3 De igual forma, severas críticas al sistema de monitoreo y cumplimiento de los convenios 
regionales son realizadas por Tanaka (2009) en su artículo sobre “Reflexiones los Sistemas de 
Reportes en Tratados de Protección del Medio Marino” (p. 157). 
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nia, Eslovaquia, Eslovenia, España, Suecia y el Reino Unido), además 
de Islandia, Noruega y Suiza.

Este mecanismo se inició en 1972 con la Convención para la Prevención 
de la Contaminación Marina por Vertidos desde Buques y Aeronaves, 
y en 1974 se amplió para cubrir las fuentes terrestres y la industria mar 
adentro a través del Convenio para la Prevención de la Contaminación 
Marina de Fuentes Terrestres. Luego estos dos convenios se unificaron, 
actualizaron y ampliaron, creando con ello la Convención OSPAR de 
1992. Esta Convención consta de cinco anexos y tres apéndices4 y crea 
una Comisión cuya función es la supervisión de la implementación y 
cumplimiento del Convenio (art. 10).

La OSPAR es un acuerdo marco para la prevención y eliminación de 
la contaminación del medio marino proveniente de fuentes terrestres, 
de vertimientos e incineración de desperdicios, y de descargas de la 
industria mar adentro. Entre sus objetivos se encuentran salvaguardar 
la salud humana, conservar los ecosistemas marinos, y cuando sea pro-
cedente, restaurar las zonas que han sido dañadas en el Atlántico Nor-
deste5. La Convención prevé el mecanismo de consultas y cooperación 
para atender la contaminación transfronteriza (art. 10).

OSPAR en su Anexo III contiene normas que prohíben el vertimiento de 
desechos desde las instalaciones, el abandono de instalaciones en desu-
so, y la obligación de que las descargas y emisiones mar adentro estén 
sujetas a autorizaciones o regulaciones de las autoridades competentes6. 

Sin embarago, la Convención, sin embargo, no contiene normas deta-
lladas para sancionar actos que contravengan sus disposiciones o las 
de sus anexos. Tampoco contempla normas de responsabilidad que 

4 Texto de la Convención disponible en http://www.ospar.org/convention/text.
5 Art. 2, párr. 1 (a). Entre los principios consagrados en esta Convención se encuentra el prin-

cipio del que contamina paga, el principio de precaución, el uso de las mejores técnicas y prácti-
cas ambientales, e inclusive cuando sea apropiado el uso de “tecnologías limpias”. (La Fayette, 
1999, p. 250). 

6 Art. 4 y 5. Anexo III: Disposiciones relativas a la Prevención y Eliminación de la Contamina-
ción Proveniente de Fuentes Mar Adentro.
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aseguren el cumplimiento del principio del que contamina paga, por 
lo cual es tarea de los Estados Partes adoptar en su legislación nacional 
las medidas legales, reglamentarias, incluyendo las sanciones para la 
efectiva implementación de la Convención. Dichas medidas, su efica-
cia y los problemas que plantean deben ser reportadas a la Comisión, 
que hará el debido seguimiento (art. 22).

b. Convenio de Helsinki 

El Convenio sobre la Protección del Medio Marino en la Zona del Mar 
Báltico (conocido como Convenio de Helsinki) busca proteger el medio 
marino contra múltiples fuentes contaminantes, tales como las terrestres, 
las descargas de los buques, vertidos, actividades mar adentro y conta-
minación aérea. El convenio original fue adoptado en 1974 y enmenda-
do en 1992 y ha sido suscrito por Dinamarca, Estonia, la Unión Europea, 
Finlandia, Alemania, Letonia, Lituania, Polonia, Rusia y Suecia. Cuenta 
con siete anexos y es administrado por la Comisión de Protección del 
Medio Marino del Mar Báltico, conocida como HELCOM (art. 19). 

Este convenio contiene la obligación de prevenir que las actividades de 
exploración y explotación del suelo y subsuelo marino terminen con-
taminando el mar Báltico (art. 12). Estas obligaciones son ampliadas en 
el anexo VI, que exige a los operadores el empleo de las mejores prác-
ticas y tecnologías disponibles, la realización de estudios de impacto 
ambiental previa la autorización, y la necesidad de contar con planes 
de contingencia e intercambio de información7.

Así mismo, este convenio establece el deber de los Estados de desarro-
llar conjuntamente las normas relativas a la responsabilidad por daños 
resultantes de contravenciones al mismo, incluyendo el establecimiento 
de sus límites, y los criterios y procedimientos para la determinación de 
la cuantía (art. 25).

7 Anexo VI Prevención de la Contaminación de las Actividades Mar Adentro, Regulación 2 y 3.
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Tanto la Convención OSPAR como el Convenio de Helsinki presentan 
características similares. Ambos son acuerdos marcos, suscritos por 
países europeos, que incluyen normas detalladas para la seguridad de 
las plataformas y, por ende, su enfoque es preventivo, y dejan al Esta-
do la potestad de desarrollar las normas indemnizatorias o las sancio-
nes por incumplimiento de los convenios, las cuales son monitoreadas 
por sus Comisiones.

c. Convenio de Barcelona

El Convenio para la Protección del Mar Mediterráneo contra la Con-
taminación de 1976 (Convenio de Barcelona) fue desarrollado por el 
PNUMA como parte del Plan de Acción para la Protección y el Desa-
rrollo de la Cuenca del Mediterráneo (PAM). Junto a este convenio se 
adoptaron los Protocolos de Vertidos y de Emergencias8.

Este convenio fue enmendado en la Conferencia de Barcelona de 1995 
y pasó a denominarse Convenio para la Protección del Medio Mari-
no y la Región Costera del Mediterráneo. Los países contratantes son: 
Albania, Argelia, Bosnia Herzegovina, Croacia, Chipre, Egipto, la 
Unión Europea, Francia, Grecia, Israel, Italia, Líbano, Malta, Mónaco, 
Marruecos, Serbia y Montenegro, Eslovenia, España, Siria, Túnez y 
Turquía. En esos años fueron adoptados los Protocolos Offshore, ZEPIM 
para la Zonas Especialmente Protegidas, y el Protocolo COT, relativo a 
la contaminación de origen terrestre. Posteriormente se adoptaron los 
Protocolos de Hazardous Wastes y GIZC para la gestión integrada de las 
zonas costeras; todos ellos están sujetos a ratificación por parte de los 
Estados Contratantes9.

8 Protocolo sobre la Prevención de la Contaminación causada por Vertidos desde Buques y 
Aeronaves (Protocolo de Vertidos o Dumping), adoptado en 1976 y en vigor desde 1978. Protocolo 
sobre Cooperación para Combatir la Contaminación en Situaciones de Emergencia causadas por 
Hidrocarburos y otras Sustancias Perjudiciales (Protocolo de Emergencias). Sustituido en 2002, 
en vigor desde 2004.

9 Estos Protocolos son: 1) Protocolo para la Protección del Mediterráneo contra la Contami-
nación resultante de la Exploración y Explotación de la Plataforma Continental y del Fondo del 
Mar y su Subsuelo (Protocolo Offshore). Aprobado en 1994, en vigor desde 2011. 2) Protocolo 
sobre Áreas Protegidas (Ginebra, 1982), que en 1995 pasó a denominarse Protocolo sobre Zonas 
Especialmente Protegidas y Diversidad Biológica en el Mediterráneo (Protocolo ZEPIM). Aproba-
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El Convenio de Barcelona designó al PNUMA para que desempeñara 
las funciones de secretaría del convenio, y la Unidad de Coordinación 
del PAM (MEDU), establecida en Atenas, es la que ejerce estas funcio-
nes10. Para desarrollar las actividades del convenio se han creado dis-
tintos Centros de Actividad Regional, conocidos por sus siglas en in-
glés como RAC o en español CAR, los cuales trabajan en áreas temáticas 
concretas11.

Este convenio obliga a las Partes Contratantes a tomar las medidas 
apropiadas para prevenir, reducir, combatir y en la medida de lo po-
sible eliminar las fuentes contaminantes del mar Mediterráneo, tales 
como: el vertimiento desde barcos o aeronaves, las descargas de los 
buques, la contaminación producto de la exploración y la explotación 
de la plataforma continental y el lecho marino, y las descargas de los 
ríos o fuentes terrestres (arts. 5, 6, 7 y 8).

En casos de emergencia por contaminación se prevé la cooperación, 
el monitoreo por parte de una oficina nacional y el intercambio de in-
formación entre los países Partes. La cooperación también incluye la 
obligación en formular y adoptar los procedimientos adecuados para 

do en 1995, en vigor desde 1999. 3) Protocolo sobre la Protección del Mediterráneo contra la Con-
taminación de Origen Terrestre (Protocolo COT o LBS). Aprobado en 1996, en vigor desde 2008. 
4) Protocolo sobre la Prevención de la Contaminación del Mar Mediterráneo por Movimientos 
Transfronterizos de Desechos Peligrosos y su Eliminación (Protocolo Hazardous Wastes). Aproba-
do en 1996, en vigor desde 2008. 5) Protocolo relativo a la Gestión Integrada de las Zonas Costeras 
del Mediterráneo (Protocolo GIZC). Aprobado en 2008, en vigor desde 2011.

10 Para mayor información véase http://www.unepmap.org/index.php?module=content2&c
atid=001001004.

11 Estos centros son los siguientes: 1) Plan Azul (BP/RAC), Francia: realiza tareas de observación 
y evaluación del medio ambiente. 2) Programa de Actividades Prioritarias (PAP/RAC), Croacia: 
centrado en la gestión integrada de zonas costeras y en la asistencia técnica a los CAMP (Proyec-
tos de Gestión de Áreas Costeras). 3) Zonas Especialmente Protegidas (SPA/RAC), Túnez: se dedi-
ca a todo lo referente a la conservación de especies y hábitats mediterráneos. 4) Centro Regional 
de Respuesta a las Emergencias por Contaminación Marina (REMPEC), Malta: asistencia técnica y 
cooperación en casos de contaminación marina accidental. 5) INFO/RAC, Italia: proporciona ser-
vicios de comunicación y difusión al MEDU. 6) Producción Limpia (CP/RAC), España: promueve 
la reducción en la generación de residuos industriales y difunde técnicas de producción limpias. 
Para mayor información véase http://www.magrama.gob.es/es/costas/temas/proteccion-medio-
marino/proteccion-internacional-mar/convenios-internacionales/convenio_de_barcelona.aspx
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la determinación de la responsabilidad y la indemnización por daños 
resultante de las violaciones a la Convención o sus Protocolos (art. 12).

En 2008, luego de la ocurrencia de serios accidentes de contaminación 
en las aguas del convenio y el retraso de más de 20 años en desarrollar 
las reglas de responsabilidad previstas en el mismo, los Estados Partes 
acordaron adoptar unas Directrices que servirían como guía para de-
sarrollar las normas sobre responsabilidad y la indemnización en sus 
legislaciones. Las Directrices no son obligatorias, su carácter más bien es 
de derecho indicativo o soft law, y su intención es fortalecer la coopera-
ción entre los Estados para completar esta tarea. (Scovazzi, 2009, p. 183).

Según las Directrices, las legislaciones nacionales deben desarrollar 
reglas para compensar el daño ambiental y los daños “tradicionales”; 
entendiendo por ellos pérdida de vidas o lesiones personales, daños a 
la propiedad, lucro cesante y cualquier otro daño causado por la ne-
cesidad de tomar medidas preventivas. La compensación por daños 
ambientales deberá incluir los costos; de las actividades de estudios 
para determinar el daño, de las medidas preventivas, de las activida-
des para restaurar el ambiente y de las destinadas a cuantificar la dis-
minución de su valor. La responsabilidad debe ser objetiva, recaer en 
el operador o quien haga sus veces y sus límites deben ser establecidos 
sobre las bases del derecho internacional o de la legislación nacional 
pertinente. Por último, las Partes Contratantes deben explorar la posi-
bilidad de establecer un Fondo de Compensaciones en el Mediterráneo 
para asegurar la indemnización y reparación de los daños12.

En 2011, luego del accidente del Deepwater Horizon, la Unión Europea 
decidió adherirse al Protocolo Offshore, haciendo posible su entrada 
en vigor13. Este protocolo es de especial importancia, porque contiene 

12 Para mayor información véase Decisión IG 17/4: Guidelines for the Determination of Liability 
and Compensation for Damage resulting from Pollution of the Marine Environment in the Mediterranean 
Sea Area. UNEP (DEPI)/MED IG.17/10 Annex V. Disponible en: https://www.google.se/url?sa=t&rct=
j&q=&esrc=s&source=web&cd=2&cad=rja&uact=8&ved=0ahUKEwjGr7iZpfDKAhWlO5oKHQCfCDA
QFggnMAE&url=http%3A%2F%2F195.97.36.231%2Facrobatfiles%2F08IG17_10_Ann5_Decisions_Liability_Eng.
pdf&usg=AFQjCNGP0lghqnCOoLzGWx4S0CFnurDL0w&sig2=0j4lso93asxDE3BlTW-mrQ

13 9.1.2013, Diario Oficial de la Unión Europea, L 4/13. Hasta el momento los países firmantes 
del protocolo son: Albania, Chipre, la Unión Europea, Libia, Marruecos, Siria y Túnez.
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reglas detalladas para prevenir la contaminación, tales como exigir la 
autorización previa para las actividades de la industria mar adentro, 
obligar a los operadores a utilizar las mejores técnicas disponibles y es-
tándares internacionales, exigir la autorización para el almacenamien-
to de químicos, reglamentar la utilización de sustancias nocivas, exi-
gir planes de emergencia para las instalaciones, realizar el monitoreo 
de la contaminación y obligar al retiro de las instalaciones obsoletas y 
abandonadas14.

Este protocolo exige además evitar la contaminación transfronteriza 
(art. 26). Al respecto contiene una norma importante y novedosa, que 
consiste en la obligación de otorgar igualdad de acceso y tratamiento 
en los procedimientos administrativos a las personas de otros Estados 
que puedan verse afectadas por la contaminación, eliminado así uno 
de los mayores problemas a los que se enfrentan este tipo de víctimas.

Al igual que la convención, este protocolo establece la obligación de los 
Estados Partes de adoptar reglas y procedimientos para determinar la 
responsabilidad e indemnización, y así responder por los daños oca-
sionados; sin embargo, hasta tanto se adopten dichos procedimientos, 
las Partes tomarán las medidas necesarias para asegurar que la res-
ponsabilidad por daños sea impuesta, que las operadoras paguen una 
indemnización adecuada y que se les obligue a mantener un seguro 
para estos casos (art. 27).

En definitiva, en materia de responsabilidad, el Convenio de Barce-
lona, al igual que la Convención OSPAR y de Helsinki, deja en manos 
de los Estados Partes el desarrollo de las reglas sobre el régimen de 
responsabilidad y compensación, que en el caso en cuestión podrán 
seguir las sugerencias de derecho indicativo contenidas en las Directri-
ces. Por otra parte, ni el Protocolo ni las Directrices hacen mención de 
los montos máximos de indemnización aplicables por suceso, determi-
nación que queda bajo la potestad de los Estados.

14 Texto del Protocolo disponible en http://195.97.36.231/dbases/webdocs/BCP/ProtocolOffsho-
re94_eng.pdf
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Es importante destacar que la existencia de las Directrices parece ser 
un primer paso adoptado por los Estados Partes de un convenio regio-
nal en regular de manera uniforme la materia de compensación de la 
industria mar adentro; además sugiere la posibilidad de crear fondos 
regionales de compensación. Este enfoque de derecho indicativo pare-
ce ser el mismo que inspira a los países Miembros de la OMI a desa-
rrollar las orientaciones para guiar a los Estados en la suscripción de 
acuerdos regionales o bilaterales en la materia.

d. Convenio de Cartagena

El Convenio para la Protección y el Desarrollo del Medio Marino en 
la Región del Gran Caribe (conocido como Convenio de Cartagena) 
fue adoptado en 1982, en el marco del Programa Ambiental del Caribe 
(PAC) desarrollado por el PNUMA. Este convenio entró en vigor en 1986 
y ha sido ratificado por 25 países comprometidos a proteger, desarro-
llar y gestionar sus aguas comunes de manera conjunta. Los países 
partes del mismo son: Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belice, 
Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica, República Dominicana, Fran-
cia, Granada, Guatemala, Guyana, Jamaica, México, Países Bajos, Ni-
caragua, Panamá, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, St. Kitts y 
Nevis, Trinidad y Tobago, Reino Unido, Estados Unidos de América y 
la República Bolivariana de Venezuela.

Se trata de un acuerdo marco que busca prevenir, reducir y controlar la 
contaminación proveniente de descargas de buques, el vertimiento de 
desechos desde buques, aeronaves o estructurales artificiales en el mar, 
la evacuación de desechos en las zonas costeras o las descargas prove-
nientes de los ríos, estuarios, establecimientos costeros o instalaciones 
de desagüe, la explotación de los fondos marinos y de su subsuelo, y las 
descargas en la atmósfera en la región del Gran Caribe (arts. 5, 6, 7 y 8).

El concepto de la llamada “región del Gran Caribe” es una invención 
de este convenio y corresponde a su zona de aplicación, la cual com-
prende el medio marino del golfo de México, el mar Caribe y las zonas 
adyacentes del océano Atlántico al sur de los 30’ de latitud norte y den-
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tro de las 200 millas marinas de las costas atlánticas de los Estados15. 
El límite sur de esta zona no fue definido por este convenio, pero en la 
práctica ha incluido a la Guayana Francesa. (Barker, 2002, p. 74). 

Este convenio opta por la cooperación entre los Estados para afrontar 
problemas que no pueden atenderse de forma individual, tales como: 
la protección de los ecosistemas vulnerables o especies en extinción, las 
emergencias en materia de contaminación, la elaboración de directrices 
de impacto ambiental, la investigación científica, la vigilancia y el inter-
cambio de datos, y la adopción de normas y procedimientos conformes 
al derecho internacional respecto de la responsabilidad y la indemniza-
ción por daños resultantes de la contaminación (arts. 10, 11, 12, 13, y 14).

Junto a este convenio se adoptaron los protocolos sobre Derrame de 
Hidrocarburos, SPAW sobre áreas de flora y fauna silvestres especial-
mente protegidas, y FTCM relativo a la contaminación procedente de 
fuentes terrestres16. Este convenio encargó al PNUMA las funciones de 
secretaría; y para ello fue establecida la Unidad de Coordinación Re-
gional para el Caribe (UCR/CAR) en Kingston, Jamaica y los Centros de 
Actividad Regional (CAR) en Curazao para el Protocolo de Derrames, 
en Guadalupe para el Protocolo SPAW y en Cuba y Trinidad y Tobago 
para el Protocolo FTCM17.

El Protocolo sobre Derrame de Hidrocarburos es de gran importan-
cia por enorme riesgo de derrames en la zona, por encontrarse en ella 
países con una producción petrolera de barriles por día, calculada en: 
Estados Unidos de América 11.6 millones; México 2.7 millones; Vene-

15 Art. 2.
16 Protocolo relativo a la Cooperación para Combatir los Derrames de Hidrocarburos de la 

Región del Caribe (Protocolo sobre Derrame de Hidrocarburos). Aprobado en 1983, en vigor 
desde 1986. Protocolo relativo a las Áreas de Flora y Fauna Silvestre Especialmente Protegidas 
(Protocolo SPAW). Aprobado en 1990, en vigor desde 2000. Protocolo relativo a la Contaminación 
Procedente de Fuentes y Actividades Terrestres (Protocolo FTCM). Aprobado en 1999, en vigor 
desde 2010.

17 Estos centros son: el Centro de Actividad Regional sobre Emergencias, Información y Ca-
pacitación sobre la Contaminación Marina en el Caribe (RAC-REMPEITC) en Curazao, Antillas 
Neerlandesas, el SPAW RAC en Guadalupe; el Centro de Ingeniería y Manejo Ambiental de Bahías 
y Costas (CIMAB) en La Habana (Cuba) y el Instituto de Asuntos Marítimos en Trinidad y Tobago.
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zuela 2.7 millones; Colombia 900 millones; Trinidad y Tobago 112 mil 
(BP, 2015). Adicionalmente, el petróleo producido es transportado por 
buques en la zona entre diferentes puertos y refinerías, tales como las 
refinerías existentes en Aruba, Curazao y Santa Lucía. (Singh, Asmath, 
Chee y Darsan, 2015, p. 218).

Este Protocolo prevé la cooperación en la adopción de medidas necesa-
rias contra los sucesos de derrames de hidrocarburos, independiente-
mente de las fuentes que los originen, pudiendo ser estas procedentes 
de buques o instalaciones (art. 5). Entre las medidas que exige se en-
cuentra la obligación de contar con planes de emergencias, el desarro-
llo de medios que permitan hacer frente a un derrame y la designación 
de una autoridad responsable (art. 3).

El Convenio de Cartagena tiene muchas similitudes con el Acuerdo de 
Barcelona. Ambos son convenios creados en el marco del Programa de 
Mares Regionales del PNUMA, incluyen casi todas las fuentes de conta-
minación del medio marino y han sido ratificados por un número im-
portante de países, entre los cuales existen distintos grados de desarro-
llo, a diferencia de la composición que presentan la Convención OSPAR o 
el Convenio de Helsinki, cuyos Estados Partes son en su mayoría países 
desarrollados. (Schumacher, Hoagland y Gaines, 1996, p. 101). Por otro 
lado, el Convenio de Cartagena, al igual que el Convenio de Barcelona, 
prevé la posibilidad de desarrollar un protocolo que regule las activida-
des de la industria mar adentro, pero hasta la fecha el mismo no ha sido 
elaborado.

V. MEDIDAS PARA LA PROTECCIÓN DEL MEDIO MARINO EN 
LA REGIÓN DEL GRAN CARIBE

Los recientes accidentes de plataformas petroleras en las aguas del golfo 
de México han encendido las alarmas del riesgo de contaminación en la 
región, por lo cual es necesario trabajar en el desarrollo de las reglas de 
responsabilidad e indemnización que regulen esta actividad en la zona.

Ahora bien, en relación con las medidas que se podrían sugerir para la 
protección del medio marino en la región del Gran Caribe, podríamos, 
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en atención a la descripción y comparación realizada de los diferentes 
convenios regionales, sugerir varios escenarios.

El primer escenario consiste en la suscripción de un acuerdo regio-
nal que contemple la responsabilidad objetiva y limitada en cabeza del 
dueño y/o operador de la instalación por los daños debidos a la explo-
ración y explotación de hidrocarburos mar adentro, que incluya los 
daños transfronterizos, y que podría complementarse con un fondo 
regional alimentado con contribuciones de la industria para atender 
estos sucesos. Esta alternativa presenta la ventaja de ser un acuerdo 
exclusivo en la materia, que podría diseñarse tomando en cuenta las 
características propias de la región. Sin embargo, esta propuesta im-
plica un número de inconvenientes, ya que debería ser impulsada por 
un país que funja como depositario del Convenio, Sin embargo, esta 
propuesta implica de una autoridad competente que reglamente y ga-
rantice la eficacia del sistema, y el financiamiento de esta autoridad los 
países Partes del acuerdo. Adicionalmente, sería necesaria la adopción 
y ratificación de este instrumento por un número importante de países 
de la región, para así garantizar su viabilidad financiera.

El segundo escenario consiste en reglamentar la responsabilidad civil 
de las actividades de la industria relativas a los fondos marinos, me-
diante la adopción de un protocolo adicional en el marco del Convenio 
de Cartagena (art. 17). El protocolo propuesto podría incluir normas 
sobre la seguridad de las operaciones, la prevención, control y moni-
toreo de la contaminación, y las reglas de responsabilidad y compen-
sación, teniendo presentes los casos de contaminación transfronteriza. 
Este enfoque regional con base en lo ya establecido parece una posibi-
lidad atractiva, dado que el Convenio de Cartagena, bajo los auspicios 
del PNUMA, ha venido funcionando por muchos años con gran acep-
tación por la mayoría de los países de la región. Otra de las ventajas 
es que este nuevo protocolo podría ser administrado por algunos de 
los Centros de Actividad Regional (CAR) existentes, a fin de reducir la 
carga financiera para los Estados Contratantes o por un nuevo CAR 
constituido para tales efectos.
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Este protocolo podría además adoptar distintas modalidades; la pri-
mera, que regule los aspectos relacionados con la seguridad y preven-
ción de la contaminación, pero deje en manos de los Estados Partes el 
desarrollo de las normas de responsabilidad por daños, de forma simi-
lar a lo establecido por el Protocolo Offshore del Convenio de Barcelo-
na. La ventaja de esta fórmula consiste en que al repetir lo ya adoptado 
en otro convenio del PNUMA, se podría obtener en breve tiempo las ra-
tificaciones y adhesiones necesarias para su entrada en vigor. Sin em-
bargo, este escenario traería consigo la posibilidad de la tardanza en el 
desarrollo de las normas de responsabilidad, la existencia de distintas 
legislaciones en los Estados Partes y, por ende, la falta de armonización 
de las reglas a nivel regional, lo cual dificultaría su implementación y 
cumplimiento.

La segunda modalidad contempla un protocolo que contenga además 
de las normas ya mencionadas, normas más específicas sobre el desa-
rrollo de la responsabilidad e indemnización, siguiendo lo recomenda-
do por las Directrices del Protocolo Offshore, estableciendo la respon-
sabilidad objetiva en manos del dueño y/o operador de la instalación, 
exigiendo a las operadoras mantener un seguro para garantizar las in-
demnizaciones pero dejando en manos del Estado acordar los montos 
máximos de responsabilidad, los cuales deberían ser establecidos en la 
legislación nacional o mediante un reglamento, corriendo el riesgo de 
la inactividad del Estado en regularlos posteriormente.

Otra alternativa consistiría en adoptar un protocolo que incluya los 
montos máximos de indemnización, lo cual no se ha realizado en nin-
guno de los acuerdos regionales descritos. Esta opción posiblemente 
abriría el debate sobre la insuficiencia de los límites máximos estable-
cidos, por lo cual podría considerarse la conformación de un fondo de 
indemnizaciones para la región o la creación de fondos de indemniza-
ción nacionales para tal fin. 

Por último, es necesario mencionar la posibilidad de suscripción de 
acuerdos bilaterales en la materia por los distintos países de la zona. 
Al respecto, ningún país presentó a la OMI ejemplo alguno de este tipo 
de convenios bilaterales sin embargo, tomando en cuenta que la región 
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se caracteriza por la presencia de un gran número de Estados, algu-
nos de ellos pequeños Estados insulares, y dependencias de ultramar, 
esta posibilidad no luce como la más atractiva. A ello debe añadirse el 
hecho de que algunos Estados caribeños no han establecido sus fronte-
ras marítimas, lo cual podría sumar dificultades a la hora de negociar 
acuerdos bilaterales.

En definitiva, los primeros dos escenarios van en línea con las tenden-
cias que hemos identificado a lo largo de este estudio, tales como la 
necesidad de suscribir acuerdos regionales o fortalecer los acuerdos 
regionales existentes a través de la adopción de un protocolo dentro 
del Convenio de Cartagena, siguiendo la experiencia de los países del 
Convenio de Barcelona. El tercer escenario se presenta más difícil, de-
bido al número de estructuras de gobernabilidad presente en la zona 
del Gran Caribe.

Por otra parte, las opciones de derecho indicativo o soft law contempla-
das, tanto en el Convenio de Barcelona como en el proceso de elabora-
ción de orientaciones en el seno de la OMI, constituyen en la actualidad 
un primer paso para una regulación más uniforme en el plano regional 
o bilateral de la industria mar adentro, pero no son suficientes, dado 
que dejan una vez más en manos de los Estados la potestad de desa-
rrollar normas sobre responsabilidad e indemnización cuándo y cómo 
lo consideren conveniente, continuando los Estados en mora con las 
obligaciones establecidas en el derecho internacional y la CONVEMAR.

VI. CONCLUSIONES

El derecho del mar exige a los Estados proteger y preservar el medio 
marino mediante el desarrollo de normas para prevenir la contami-
nación producto de actividades en el lecho y subsuelo marino, y el 
establecimiento de regímenes de responsabilidad e indemnización en 
áreas dentro de la jurisdicción nacional que garanticen una efectiva y 
pronta indemnización para las víctimas y la reparación de los daños al 
medio marino.
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Los Estados Miembros de la OMI han rechazado la opción de adoptar 
un convenio internacional en la materia y han apostado por un enfo-
que de derecho indicativo a través de la creación de orientaciones para 
ayudar a los países a suscribir este tipo de acuerdos, ya sean regio-
nales o bilaterales. Dicha decisión ha llevado a muchos actores de la 
comunidad internacional a evaluar los convenios regionales existentes, 
creados o no por el PNUMA, y que contienen reglas que atienden esta 
problemática.

Por el momento la región del Gran Caribe no cuenta con un acuerdo 
regional que ayude a indemnizar a las víctimas y reparar los daños 
ambientales en caso de presentarse un nuevo suceso de contaminación 
proveniente de una plataforma petrolera en el mar. Sin embargo, el 
análisis realizado permitió identificar tres escenarios de medidas que 
podrían sugerirse para el desarrollo de estas normas, consistentes en 
la adopción de un convenio regional exclusivo en la materia, un pro-
tocolo enmarcado dentro del Acuerdo de Cartagena, o el desarrollo de 
acuerdos bilaterales. 

Aun cuando estos pasos iniciales apuntan a la creación en un futuro 
de estas reglas, el análisis demuestra que los Estados deben ir un paso 
adelante, según lo establecido en las normas de derecho indicativo, y 
asegurar que los convenios regionales cuenten con las normas relativas 
a las responsabilidades y obligaciones relacionadas con la evaluación 
de los daños y su reparación y los criterios apropiados para el pago de 
una indemnización adecuada. Solo así podrán los Estados cumplir con 
las obligaciones impuestas por el derecho internacional y la CONVE-
MAR; normando así aquellas actividades que hasta los momentos han 
escapado de toda regulación internacional y regional; asegurando de 
esta forma la protección y la preservación del medio marino para las 
generaciones futuras.

REFERENCIAS

Barker, D. (2002). Biodiversity Conservation in the Wider Caribbean Region. 
RECIEL, 11 (1), 74-83.



231

MEDIDAS PARA LA PROTECCIÓN DEL MEDIO MARINO EN LA REGIÓN DEL GRAN 
CARIBE POR DAÑOS OCASIONADOS POR LA INDUSTRIA MAR ADENTRO

revista de derecho, universidad del norte, 47: 207-233, 2017
ISSN: 0121-8697 (impreso) • ISSN: 2145-9355 (on line)

BP (2015). Statistical Review of World Energy June 2015. Recuperado de 
http://www.bp.com/content/dam/bp/pdf/energy-economics/statistical-re-
view-2015/bp-statistical-review-of-world-energy-2015-full-report.pdf

Chung, S. (2004-2005). Is the Convention Protocol-Approach Appropriate for 
Addressing Regional Marine Pollution? The Barcelona Convention System 
Revisited. Penn State Environmental Law Review, 13 (1), 85-103. 

Dyke, J. M. (2013). Whither the UNEP Regional Seas Programmes? En H.N. 
Schreiber y J. Paik (Eds.), Regions, Institutions, and Law of the Sea. Studies 
in Ocean Governance (pp. 89-110). Leiden, Países Bajos: Martinus Nijhoff 
Publishers.

CMI (1997). Working Paper submitted by the CMI International Sub Com-
mittee on Offshore Mobile Craft and Structures to the 1997 Centenary 
Conference. En CMI Annuaire 1997 (pp. 160-178). Antwerp, Bélgica: CMI 
Headquarter.

De la Rue, C. y Anderson, C. (2015). Shipping and the Environment: Law & Prac-
tice. ( 2a ed.). Abindong, Reino Unido: Informa Law.

La Fayette, L. (1999). The OSPAR Convention Comes into Force: Continuity 
and Progress. The International Journal of Marine and Coastal Law, 14 (2), 
247-297.

OMI (2010). Informe del Comité Jurídico sobre la labor realizada en su 97˚ período de 
sesiones. Londres. Recuperado de https://docs.imo.org/Shared/Download.
aspx?did=64237

OMI (2012). Informe del Comité Jurídico sobre la labor realizada en su 99˚ período de 
sesiones. Londres. Recuperado de https://docs.imo.org/Shared/Download.
aspx?did=72843

OMI (2014). Consecuencias de la Convención de las Naciones Unidas sobre 
el Derecho del Mar para la Organización Marítima Internacional. Estu-
dio elaborado por la Secretaría de la Organización Marítima Internacio-
nal. Londres. Recuperado de https://docs.imo.org/Shared/Download.
aspx?did=93469

OMI (2014a). Informe del Comité Jurídico sobre la labor realizada en su 101˚ pe-
ríodo de sesiones. Londres. Recuperado de https://docs.imo.org/Category.
aspx?cid=45&session=101

OMI (2014b). i) Cuestiones de responsabilidad e indemnización relacionadas con los 
daños debidos a la contaminación transfronteriza resultante de las actividades de 
exploración y explotación de hidrocarburos mar adentro. Londres. Recuperado 
de https://docs.imo.org/Shared/Download.aspx?did=85748



232

María Carolina Romero Lares

revista de derecho, universidad del norte, 47: 207-233, 2017
ISSN: 0121-8697 (impreso) • ISSN: 2145-9355 (on line)

OMI (2015). Informe del Comité Jurídico sobre la labor realizada en su 102˚ período de 
sesiones. Londres. Recuperado de https://docs.imo.org/Shared/Download.
aspx?did=92897

Rochette, J. (2012). Towards an international regulation of offshore oil ex-
ploitation. Reporte del Grupo de Expertos llevado a cabo en el Instituto 
Oceanográfico de Paris. París: IDDRI. Disponible en: http://www.iddri.org/
Publiucations/Collections/Idees-pour-le-debat/WP1512_JR_workshop%20
offshore.pdf

Rochette, J. y Billé, R. (2013). Bridging the Gap between Legal and Institutio-
nal Developments within Regional Seas Frameworks. International Journal 
of Marine and Coastal Law, 28, 433-463. Doi:10.1163/15718085-12341277

Rochette, J., Wemaëre, M., Chabason, L. y Callet, S. (2014). Seeing beyond the 
horizon for deepwater oil and gas: strengthening the international regula-
tion of offshore exploration and exploitation, Studies N˚ 01/14. París: ID-
DRI. Disponible en: http://www.iddri.org/Publications/Collections/Analy-
ses/ST0114_JR%20et%20al._offshore%20EN.pdf

Romero Lares, M. C. (2013). International regime or regional solution? An 
overview of the current state of affairs of pollution liabilities resulting 
from offshore oil exploration and exploitation activities in seabed areas of 
national jurisdiction. En P. Vidan et al., Book of Proceedings 5th International 
Maritime Science Conference. Conferencia realizada en Solin, Croacia.

Schumacher, M., Hoagland, P. y Gaines, A. (1996). Land-based marine pollu-
tion in the Caribbean, Incentives and prospects for an effective regional 
protocol. Marine Policy, 20, 99-121.

Scovazzi, T. (2009). The Mediterranean Guidelines for the Determination 
of Environmental Liability and Compensation: The Negotiations for the 
Instrument and the Question of Damage that Can Be Compensated. Max 
Planck Yearbook of United Nations Law, 13, 183-212. Recuperado de https://
www.google.se/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=1&cad=rja&
uact=8&ved=0ahUKEwj7yPnikfDKAhWqB5oKHWb6AK0QFggfMAA&u
rl=http%3A%2F%2Fwww.mpil.de%2Ffiles%2Fpdf2%2Fmpunyb_05_sco-
vazzi.pdf&usg=AFQjCNFZUSiZTSyZ_bbIC43XkCmlsoSrrQ&sig2=gt7c3R
6aSx2dffrjF7-l3A

Shaw, R. (2011-2012). Regulation of Offshore Activity Pollution Liability and 
Other Aspects, An Introduction. En Yearbook 2011-2012 Annuaire (pp. 302-
310). Beijing, China. Recuperado de http://www.comitemaritime.org/
Uploads/pdf/Yearbook_2011_12.pdf



233

MEDIDAS PARA LA PROTECCIÓN DEL MEDIO MARINO EN LA REGIÓN DEL GRAN 
CARIBE POR DAÑOS OCASIONADOS POR LA INDUSTRIA MAR ADENTRO

revista de derecho, universidad del norte, 47: 207-233, 2017
ISSN: 0121-8697 (impreso) • ISSN: 2145-9355 (on line)

Singh, A., Asmath, H., Chee, C. L. y Darsan, J. (2015). Potential oil spill risk 
from shipping and the implications for management in the Caribbean Sea. 
Marine Pollution Bulletin, 93, 217-227. 

Tanaka, Y. (2009). Reflections on Reporting Systems in Treaties Concerning 
the Protection of the Marine Environment. Ocean Development and Interna-
tional Law, 40, 146-170. Doi: 10.1080/009008320902864961

Tanaka, Y. (2012). The International Law of the Sea (2ª ed.). Cambridge: Cam-
bridge University Press.

UN (2010). Hacia el desarrollo sostenible del Mar Caribe para las generaciones pre-
sentes y futuras. Informe del Secretario General. Sexagésimo quinto período de 
sesiones. Nueva York. Recuperado de https://www.iom.int/jahia/webdav/
shared/shared/mainsite/policy_and_research/un/65/A_65_301_S.pdf


